Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos) 


Esta sesión tiene para tratar, como único punto del orden del día, el relativo a la Carta Orgánica 
del Banco Central del Uruguay. 


Como los señores Senadores saben, el lunes próximo este asunto va al Senado y, por 
consiguiente, desearíamos que, más allá de algunas correcciones de texto o de determinado aspecto que 
los miembros de la Comisión quisieran tratar en detalle, se considerara directamente la columna que se 
encuentra en el comparativo contenido en la Carpeta N* 443/2006 — Rep. N* 2680/08. Ese texto, como dije, 
es un comparativo entre el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo y las modificaciones que acordaron los 
miembros de la Bancada del Frente Amplio y que mandó redactar el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que aparecen en negrita. Nuestra idea es que podamos ir aprobando artículo por artículo, tal cual figuran 
en el comparativo que mencioné, repito, más allá de que se sugieran y se introduzcan algunas 
correcciones de redacción. 


La Presidencia propone que se suprima la lectura de los artículos. 
Vamos a analizar la columna que figura a la derecha en el Repartido. 


En consideración el artículo 1%, que comprende la modificación de los artículos 1%, 3%, 5%, 8%, 14 y 
19 de la Ley N* 16.696. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero plantear una objeción que es estrictamente de carácter jurídico y que primero 

fue mencionada por el doctor Martins, hace unos días. De acuerdo con la Constitución, existen dos tipos de 
Entes Autónomos: por un lado, los del dominio industrial y comercial del Estado y, por otro, los de la 
enseñanza. Entonces, como el doctor Martins ha señalado, el Banco Central corresponde, sin dudas, al 
primer grupo y, por consiguiente, debería mantenerse la referencia al dominio comercial del Estado, tal 
como se había establecido en el artículo 1% de la Ley N* 16.696. Quiere decir que cuando se determina que 
el Banco Central, creado por el artículo 196 de la Constitución de la República, es un Ente Autónomo, 
debería aclararse que se encuentra en el grupo de los servicios del dominio comercial e industrial del 
Estado, dotados de autonomía técnica, administrativa y financiera en los términos de la Constitución de la 
República, de la presente Ley Orgánica y de sus leyes complementarias y modificativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿cuál sería la sugerencia? 


SEÑOR DA ROSA.- A los efectos de resguardar esa objeción, luego de donde dice “El Banco Central del 
Uruguay, creado por el artículo 196 de la Constitución de la República, es un Ente Autónomo” debería 
agregarse “dentro del dominio comercial del Estado y dotado de autonomía técnica, administrativa y 
financiera en los términos de la Constitución y de la presente Ley Orgánica”. 


SEÑOR SARAVIA.- Creo que con las modificaciones del Mensaje enviado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas se supera el planteo formulado por el doctor Martins, en tanto se expresa: “administrativa y 
financiera en los términos de la Constitución y de la presente Ley Orgánica”. Entonces, queda a resguardo 
lo que figuraba anteriormente en el artículo 1% de la Ley N” 16.696 ya que se trata de un servicio del 
dominio comercial del Estado organizado bajo la forma de Ente Autónomo. Insisto: a mi modo de ver queda 
a resguardo el planteo efectuado por el doctor Martins. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más observaciones, pasaríamos a votar el artículo 1% con la redacción 
que figura en la columna de la derecha del Distribuido N* 2680/2008, Carpeta N” 443/2006. Naturalmente, 
en caso de que el resultado fuera negativo, pondríamos a consideración la modificación sugerida por el 
señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR MUJICA.- Advierto que no hago cuestión en este caso porque entiendo la apreciación. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Yo tampoco, señor Presidente. 
SEÑOR MUJICA..- Si se quiere agregar ese texto, no me opongo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que es conveniente dejar la redacción tal como está y, en todo caso, 
luego hacer las consultas del caso. Tengamos en cuenta que se trata de aspectos muy delicados, que 
pueden generar muchas discusiones posteriores entre los abogados. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con la redacción dada en la columna 
de la derecha del Distribuido N” 2680/2008. 


(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR DA ROSA.- Si no interpreto mal, señor Presidente, con esta votación queda aprobada la 
sustitución de los artículos 1%, 3%, 5%, 8%, 14 y 19 de la Ley N? 16.696. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto, señor Senador. 
En consideración el artículo 2*. 


SEÑOR ABREU.- Si reflexionamos en voz alta, podremos darnos cuenta de que en este tema está 
involucrada la autonomía del Banco Central del Uruguay, sobre la que existen distintas posiciones. La 
creación del Comité de Coordinación Macroeconómica tiene como lógica intención la de buscar una 
determinada coordinación o sintonía con el equipo económico, de forma tal de hacer compatible la 
autonomía jurídica con la coherencia en el manejo de la política macroeconómica. Ahora bien, más allá de 
esa intención, parecería que existe cierta limitación a la autonomía, en particular, cuando, frente a la 
circunstancia de empate, se deja la decisión a favor del Ministro. Entonces, se hace la siguiente reflexión, 
que es en parte compartida: el señor Ministro de Economía y Finanzas es el responsable de la política 
fiscal y no de la monetaria. En realidad, el señor Ministro de Economía y Finanzas no es responsable sólo 
de la política fiscal, sino de la política económica y comercial. 


Aquí se está tratando de desarrollar la idea de que la exclusiva competencia del Banco Central 
del Uruguay es en política monetaria. Precisamente, es sobre los artículos 2* y 3” del proyecto de ley —y las 
modificaciones introducidas al Mensaje original- que a nivel de las distintas filas del Gobierno se ha 
planteado la discusión. 


¿Cuál es el rol que debe cumplir un Banco Central? Mientras que unos apuntan a los precios y 
otros al crecimiento, en realidad, los asesores del Ministerio de Economía y Finanzas han hecho mucho 
hincapié en que es de competencia casi exclusivamente monetaria. Esto no significa tener una autonomía 
anárquica, pero sí es una autonomía que está contemplada en la Constitución de la República. Entonces, 
daría la impresión de que ese Comité de Coordinación Macroeconómica estaría pasando por encima de 
algunos límites en lo que a la autonomía se refiere. Es justamente en estos temas donde se generan dudas 
—que perfectamente comprendo-—, pero luego de analizar las distintas visiones que existen al respecto 
advertimos que, en definitiva, de lo que se está hablando es de quién es el responsable de la coordinación 
de la política macroeconómica. Esta es la pregunta que se formula, por ejemplo, el economista Bucheli. 


En función de lo expuesto, la coordinación ¿es un grupo? ¿Es un Ente del Estado? ¿Es el 
Ministerio de Economía y Finanzas? En última instancia, la coordinación, ¿es un trabajo de carácter 
institucional que no necesariamente tiene que ser formalizado? ¿Es parte de una decisión institucional que, 
al establecer determinadas pautas, puede afectar la autonomía? Aclaro que este tema no es solamente 
jurídico, porque no debemos olvidar que el Mensaje original del Poder Ejecutivo apuntaba a “descalzar” los 
tiempos. Ahora bien, el “descalce” de esos tiempos no obedecía simplemente a un capricho, sino a que la 
autonomía de la política monetaria o las competencias del Banco Central del Uruguay pudieran 
desarrollarse fuera de lo que son, incluso, los mandatos políticos. Obviamente, este criterio luego fue 
laudado, lo que me parece muy bien. Entonces, cabe preguntarse hasta qué punto la autonomía del Banco 
Central del Uruguay se preserva en este tema, sin que ello signifique una anarquía o autarquía de tal 


naturaleza que lleve a un enfrentamiento entre los Directores del Banco Central del Uruguay y el Ministerio 
de Economía y Finanzas. Lo digo porque esto va a depender —tal como señaló uno de los asesores de la 
institución— de quién sea el responsable de la Unidad Ejecutora “Ministerio de Economía y Finanzas”. 


En definitiva, quiero plantear que tengo serias dudas respecto a lo que se establece en los 
artículos 2* y 3% del proyecto de ley. 


SEÑOR MUJICA.- Los gobiernos de América Latina tienen tan pocos recursos que no quisiera que mi 
mano sirviera para dejarlos más acotados; no le tengo tanta bronca a mi oposición como para eso. Si 
estuviéramos en el mundo rico, de pronto tendríamos otro parámetro. 


SEÑOR ABREU.- En todo el mundo, el sistema de subsidios y del manejo está, más que sobre los bancos 
centrales, sobre las Tesorerías, que tienen distintas economías. Pero ese es un tema político. 


SEÑOR ALFIE.- No pensaba hablar porque vamos a votar en contra. Sin embargo, teniendo en cuenta el 
contenido de este proyecto de ley, debo decir que considero que es un error manifiesto votarlo, y mucho 
más en estos momentos. 


Creo que pasar de tres a cinco miembros y decir que los cinco deben adoptar decisiones 
unánimes para resolver cualquier cosa, inclusive la asistencia financiera, claramente deja al sistema entre 
estar muy bien y la quiebra, porque no hay término medio. Eso es lo que está diciendo este proyecto de ley, 
y en estos momentos no parece adecuado votarlo. 


El señor Senador Mujica hablaba de tener el dinero y demás, pero la función del Banco Central 
no es asistir al gobierno central; aquí se está discutiendo si se lo asiste o no, pero se puede inyectar dinero 
sin hacerlo, y en muchas circunstancias se debe hacer —como sucede hoy, sin que eso signifique asistencia 
al gobierno central- porque se tiene que evitar el ajuste deflacionario, que es tan malo y pernicioso como la 
inflación, aunque quizás actúe de forma más lenta. No se construyen instituciones haciendo que dependan 
de la fuerza y del carácter de quienes las dirigen; justamente las instituciones se construyen sin que 
dependa de ello, porque todos sabemos que hay personas con más o menos carácter y mejores o peores 
técnicamente, así como personas que pueden ser unos fenómenos en materia teórica, pero luego no saben 
manejar las cosas. 


Me parece que esta redacción —si no estoy equivocado, se estaba haciendo referencia al artículo 
2%— nos mete en un brete fenomenal. No me parece que se tenga que someter al Presidente del Banco 
Central a un Comité integrado por personas que desempeñan cargos técnicos dentro del Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque el primero ocupa un cargo político de altísima responsabilidad, y aunque 
también sea técnico, reitero que su cargo es político. Conozco Presidentes de Bancos Centrales que son 
técnicos, pero en esa función ocupan un cargo político en el que deben manejar animales de muchas 
cabezas y se están jugando todo. 


Me da la impresión de que esto es algo muy malo y quería dejar esa constancia; con respecto al 
resto, hablaremos en Sala. 


La verdad es que si hay dudas -y algunas importantes- considero que sería sabio no votar y dejar 
todo como está, porque no funcionó mal cuando tuvimos graves problemas y no va a funcionar mal ahora; 
además, el Banco Central tiene potestades razonables. 


Si queremos votar aparte algún artículo, como el tema de la inmunidad o el de la responsabilidad, 
que me parecen correctísimos, se puede hacer —quizás este sea el último intento que haga para que eso 
pase-—, pero todo lo demás es casi intrascendente en este momento. Por ejemplo, ahí tenemos el tema de 
la COPAB. En momentos en que países importantes en el mundo —como Alemania, Irlanda y Grecia— 
aseguran el cien por ciento de los depósitos —y todos los demás están llegando a límites enormes—, acá 
creamos un organismo —que es otro ente— para decir: “Miren que tienen US$ 5.000”. Se nos van a reír en la 
cara. En este momento debemos callarnos la boca y seguir trabajando; tenemos que hacer “cero ola” —no 
hablo de no levantar sospecha, porque acá no la hay-, porque ya tenemos demasiado como para generar 
una ola que nos despeine. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2? que figura en la página 
12 del comparativo de cuatro columnas. 


(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 3, que figura en la página 17, en la tercera columna. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 4%, que modifica el artículo 48 de la Ley N? 16.696, que figura 
en las páginas 17 y 18 del repartido que tiene cuatro columnas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—6 en 7.Afirmativa. 


En consideración el artículo 5% —que figura en la página 18- que modifica los artículos 6%, 9%, 12 
(literal C), 13, 15 (literal E), 24, 25, 27, 30, 31, 32, 33, 43, 47, 53, 57 (inciso segundo) y 58 de la Ley N* 
16.696, de 30 de marzo de 1995. 


En el literal B) del artículo 27 —que figura en la página 24 del repartido—, al final debería decir: “en 
relación con sus depósitos”; es decir que habría que agregar “con”. 


SEÑOR ALFIE.- ¿No sería “a sus depósitos”? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto, señor Senador, y lo estaríamos agregando. 


SEÑOR ALFIE.- Como consecuencia de la falta de tiempo para estudiar el proyecto, recién ahora advierto, 
al leer el comparativo, que se eliminó el literal C) anterior, que fijaba la posición máxima de divisas que 
pueden mantener las instituciones de intermediación financiera. Esta no era una facultad menor o poco 
relevante; es algo así como determinar que, en su posición, nadie puede estar descalzado más que tanto o 
menos de cuanto. De esta manera, entre otras cosas, se evita que alguien, en medio de este marco, se 
posicione totalmente en moneda extranjera y pueda fugar infinitamente de los pesos. Había un límite para 
los que tienen la plata, que pueden fugar de una moneda u otra; pero así como lo es para un lado, también 
lo es para el otro, y esto puede provocar alteraciones bruscas del tipo de cambio. 


La verdad es que recién lo advierto. Capaz que en otro lugar del proyecto de ley hay una 
referencia al punto, aunque no lo creo, pero no debería ser así, ya que es este el artículo referido a los 
instrumentos de manejo. A lo mejor se puede contemplar por la regulación de las Superintendencias, pero 
no estoy seguro. La verdad es que de aquí al lunes —que es cuando se va a votar el proyecto en Sala—, 
habría que hacer la consulta. Reitero que no estamos hablando de una facultad menor, sino de un aspecto 
muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la sensación de que esto figura en otro Capítulo, pero habría que 
corroborarlo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5% con las modificaciones propuestas y 
el agregado de la palabra “a” en el inciso B) del artículo 27. Además, de aquí al lunes haremos las 
consultas respectivas, tal como planteó el Senador Alfie. 


(Se vota:) 
5 en 8. Afirmativa. 
En consideración el artículo 6*, que sustituye el nombre del Capítulo VI, que 
pasaría a llamarse “Prestamista de última instancia”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6*. 
(Se vota:) 
—6 en 8. Afirmativa. 


En consideración el artículo 7*. 


En el primer inciso del artículo 34, que está comprendido dentro del 7*, debe sustituirse la expresión “u” por 


“o” 4 


una o ouna y. 


SEÑOR ABREU.- No sé si las posibilidades de modificación de este artículo son pocas, pero quisiera decir 
que este es un tema muy delicado. He leído las observaciones realizadas por el economista Julio de Brun 
con respecto al “prestamista de última instancia” y a la necesidad de contar con unanimidad del Directorio, 
advirtiendo sobre las dificultades que pueden existir. Incluso recomienda que, si se mantienen los cinco 
Directores tal como se establece, deberían mantenerse los dos mecanismos que están vigentes 
actualmente, esto es, el adelanto de asistencia financiera, otorgable por mayoría, y ciertas garantías en 
cuanto a que lo que se presta tenga respaldo en valores públicos y un préstamo con un requerimiento de 
aprobación por parte de cuatro Directores, pero no la unanimidad. Digo esto porque me parece que es 
válida la preocupación del economista Julio de Brun, más aún teniendo en cuenta la experiencia con la que 
cuenta en estos temas. Pienso que se debería hacer un manejo un poco más ágil y con menos dificultades 
burocráticas por el juego de las unanimidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se harán las consultas del caso. 


SEÑOR ABREU.- Hay otra observación sobre la posibilidad de emitir, lo que podría ser una competencia 
lateral que se estaría dando al Banco Central del Uruguay, ocasionando repercusiones inflacionarias en 
ese sentido. Por lo tanto, si bien no quiero entorpecer el tratamiento de este proyecto de ley, creo que 
habría que hacer una consulta sobre el artículo anterior, que tiene que ver con la asistencia financiera. 


Con respecto al artículo 9%, el economista Julio de Brun advierte en el sentido de que el Banco 
Central del Uruguay pueda dar financiamiento inflacionario al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DA ROSA.- Concretamente, se dispone que el saldo de los remanentes tendrían que ir a una 
cuenta corriente a la orden del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABREU.- Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay un plural que no corresponde y se debería cambiar, porque dice “en 
el artículo anterior con las siguientes redacciones” cuando debería decir “con la siguiente redacción”. 


Son tres artículos que se juntan en uno. 


SEÑOR ALFIE.- Son dos, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador, porque también comprende el artículo 34. 
SEÑOR ALFIE.- No, señor Presidente, porque los artículos 36 y 37 pasan a ser el 34. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, porque dice que serán sustituidos por el artículo 34 bajo el título establecido 
en el artículo anterior, “con la siguiente redacción”. Por lo tanto, también se está sustituyendo el artículo 34 
en la redacción anterior, que acá no está pero debió incluirse en el Comparativo. 


SEÑOR ALFIE.- No estoy tan seguro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un artículo 34. 
SEÑOR ALFIE.- Por supuesto, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si se elabora un nuevo artículo 34, se sustituye el anterior. 
SEÑOR ALFIE.- Correcto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 8. Afirmativa. 
Pasamos a considerar el artículo 8*. 


En este caso, se cambia el nombre del Capítulo, que pasa a ser “Superintendencia de Servicios 
Financieros”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—6 en 8. Afirmativa. 
En consideración el artículo 9%, que sustituye a los artículos 36 y 37. 


SEÑOR ABREU.- Se han realizado algunas observaciones que son de fondo e importantes y que, además, 
todos hemos tenido en cuenta. Me refiero, fundamentalmente al desplazamiento del mandato de ocho 
años, a la necesidad, o no, de tener una Superintendencia con autonomía o fuera de la órbita del Banco 
Central y, en particular, a la posibilidad de revocar un acto administrativo dentro de una misma institución, 
en función de la naturaleza jurídica que se le adjudica a la Superintendencia como órgano desconcentrado. 
Hago estos comentarios simplemente para que sean tenidos en cuenta porque, incluso, el contador Protasi 
ha realizado una serie de apreciaciones sobre este tema. Pido disculpas a los señores Senadores, pero, 
reitero, que estas apreciaciones no son superficiales, sino de fondo, sobre todo si tenemos en cuenta que, 
en este caso, se está abogando para que la Superintendencia quede fuera del Banco Central. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite el señor Senador Abreu, a mi juicio habría que modificar el acápite 
de los artículos 7* y 9%, porque en uno se modifica el artículo 34, pero no se hace lo propio con los artículos 
36 y 37; y luego se los inserta como nuevos artículos. Insisto en que lo correcto sería modificar los 
artículos 36 y 37. 


SEÑOR ALFIE.- Además de lo que acaba de señalar el señor Senador Abreu, hay otros elementos 
establecidos que se deberían contemplar. Allí se dice que las otras entidades de créditos —que pueden 
serlo o no, ya que puede tratarse de empresas que realicen servicios de cofres fort o servicios de cobranza 
que poco tienen que ver con el crédito— sólo se pueden financiar a través de entidades de intermediación 
financiera o con recursos propios. Es decir, que no pueden financiarse en el mercado de préstamos 
normales y no pueden emitir un valor. Hay otras entidades que emiten valores; incluso, acaba de aparecer 
una que emitió por un valor significativo. Esta es una limitación importantísima, pero, además, creo que es 
un germen de destrucción más que de construcción. Digo esto porque, justamente, que se financie 
solamente a través de una institución de intermediación financiera, en el fondo implica que ésta, de una 
manera u otra, va a aportar dinero a determinado servicio. Por ejemplo, podemos mencionar el caso de los 
créditos que es donde se puede tener más riesgo. Se puede establecer una compañía aparte que tome 
todos los riesgos indefinidamente y que se financie con la plata de esos riesgos. En realidad, debería ser al 
revés; estas compañías deberían tener grandes topes de crédito, aunque, de hecho, los tienen. Estos 
topes son fundamentales, sobre todo para las compañías que dan crédito, porque no tiene sentido que 
para las otras se establezca que sólo puedan ser financiadas a través de bancos. Insisto que debemos 
separar el canal, a los efectos de que aquellas empresas que dan crédito no asuman, por un lado, riesgos 
desmedidos fuera de todo control —como generalmente se opera-— y que todo recaiga, en última instancia, 
en el financiamiento. Me parece que esta potestad es incorrecta y, de hecho, no estuvo en la redacción 
original. Además, si mal no recuerdo, alguno de los invitados que concurrieron a la Comisión dijo que 
cualquier empresa que realice una colocación, aunque no fuera de intermediación financiera, pasaba a 
estar bajo esta supervisión. En virtud de esto, podemos considerar como muy claro un ejemplo que se dio — 
no recuerdo quién lo mencionó- en cuanto a que si Conaprole emitía una obligación negociable el Banco 
Central debía controlar a esa Cooperativa, porque eso es lo que establece el artículo. Asimismo, cualquier 
emprendimiento que emita capital en términos de acciones, de obligaciones negociables o de títulos de 
deuda, también pasaría a estar controlado por el Banco Central. Me parece que las obligaciones que hoy 
existen de publicar balances trimestrales, auditados y demás, son las únicas que podemos tener seguras, 
porque de todas maneras el Banco Central en esa materia no podría hacer nada, a menos que se llene de 
gente, con lo cual sólo se generaría más burocracia, tal como dijo el doctor Martins. Como se sabe, cuando 
se quiere controlar todo, se termina por no controlar nada y, en todo caso, lo más adecuado es dividir los 
controles, dejando lo más pequeño por un lado y dando prioridad a los aspectos más importantes. 


Pienso que si se pudieran eliminar esos elementos que ha mencionado el señor Senador Abreu, 
sería mucho mejor. Concretamente, me parece que habría que eliminar el literal B) del artículo 37, que se 
encuentra en la página 40. 


El otro literal a que me refiero es el G), que trata sobre los emisores de oferta pública, las 
administradoras de fondos de inversión, los fiduciarios profesionales y los fondos de fideicomiso financiero 
de oferta pública. Por mi parte, entiendo que puede admitirse lo que tiene que ver con las administradoras 
de los fondos de inversión, los fondos de inversión, los fondos financieros de oferta pública, pero en cuanto 
a los emisores de oferta pública, no creo que deban incluirse, porque estaríamos hablando, por ejemplo, de 
Conaprole, de un shopping, del Aeropuerto Internacional de Carrasco e, incluso, de Botnia. Hoy por hoy, se 
tiene que presentar la oferta y pasar la calificación, pero en esta disposición se está hablando de otra cosa, 
es decir, de las potestades de la supervisión y no de la presentación de papeles que debe pasar, si no me 
equivoco, por la Superintendencia de Valores del Banco Central. 


SEÑOR ABRELU.- En la página 39 hay un texto destacado en negrita en el que se habla de la organización 
y funcionamiento de la Superintendencia. Asimismo, hay un agregado, que dice lo siguiente: “así como 
podrá revocar de oficio y modificar los actos administrativos que dicte la Superintendencia en el ejercicio de 
la competencia que le atribuyen dichos literales”. Tengo la idea de que estamos hablando de la posibilidad 
de que toda la estructura jurídica de desconcentración se esté cayendo frente a la posibilidad de que 
cualquier acto administrativo puede ser revocado por el Banco Central, por la Superintendencia, de oficio. 
En general el acto administrativo puede ser modificado en función de los recursos que se establecen 
cuando una persona es titular de un derecho personal legítimo, que es lo que dice la propia Constitución. 
En realidad, estoy tratando de entender a qué se refiere esta disposición en este caso; en ese sentido, 
pienso que seguramente se trate de concentrar el control de los Directores del Banco Central y buscar una 
forma de ir teniendo una dirección más fuerte en todo lo que significa la supervisión financiera, porque, 
como se sabe, precisamente en esos temas se generaron muchos problemas. Me parece que se está 
desnaturalizando el tema y se traslada una responsabilidad al Banco Central. Lo cierto es que el hecho de 
establecer la posibilidad de revocar todos los actos administrativos de oficio, da una inseguridad jurídica a 
la propia Superintendencia más allá de que en el propio inciso segundo se le otorga la iniciativa para 
reorganizar sus funciones y la designación de su personal, previamente seleccionado. El concepto de 
desconcentración se va eliminando y queda casi en una concentración administrativa por la cual la parte 


de autonomía incipiente —que la desconcentración tiene en el ámbito del Derecho Administrativo— 
desaparece. Seguramente ha de ser para que la Superintendencia no tenga mucha más autonomía y 
pueda ser controlada fuertemente. 


En tanto esto fue modificado —no figuraba en el mensaje original—, es casi seguro que debe haber 
formado parte de una negociación interna. Imaginen al Superintendente estando sujeto permanentemente 
a la revocación de oficio por parte del Banco Central de sus actos administrativos. Podría darse el caso de 
que adquiera una heladera y le revoquen la compra; en el mundo de la burocracia es por los temas chicos 
que se originan los temas grandes. 


En definitiva, estas son las reflexiones que quería hacer. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera saber si el hecho de que a la Superintendencia de los Servicios Financieros 
del Banco se le dé la duración de ocho años en sus funciones —lo cual no estaba establecido en la 
redacción anterior— y de que el cese y la designación sea dispuesto por el Directorio del Banco por cuatro 
votos conformes, tiene algo que ver con el tema de las modificaciones que se introdujeron en cuanto a la 
integración y duración del Directorio — que de ocho años pasaba a durar cinco años— y a que el proyecto 
anterior requería unanimidad para la designación y cese de los Directores. ¿Esto formó parte de la 
negociación que estuvo detrás de la nueva redacción? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así, señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Tengamos en cuenta, además, de que el Directorio no solamente puede revocar, de 
oficio, y modificar los actos administrativos, sino que podrá sustituir en cualquier momento al 
Superintendente en el dictado de las normas generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que hay una serie de literales y hay otros en la página 42, pondríamos A”), 
B”), etcétera. 


CA 


SEÑOR ALFIE.- Creo que sería mejor utilizar números romanos o, en todo caso, “¡”, “ii”, etcétera. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


SEÑOR ABREU.- Realmente no sé qué es lo que establecen las actuales normas con respecto a la 
organización y funcionamiento de la supervisión, pero tanto el proyecto de ley del Poder Ejecutivo como las 
modificaciones sugeridas por el Ministerio de Economía y Finanzas determinan requisitos un poco laxos 
para la ocupación de este cargo que es, seguramente, de una concreta especialización técnica. Digo esto, 
porque en el artículo que estamos considerando se dice: “adecuada formación profesional, prestigio e 
idoneidad técnica”. A mi juicio, con esta ambigúedad puede haber un criterio político mucho más flexible 
que, de repente, un Ministerio técnico muy fuerte. Aquí no se habla de los requisitos para el cargo ni de 
concursos; simplemente, se habla de que habrá una Superintendencia de Servicios Financieros, que estará 
a cargo de un Superintendente con adecuada formación profesional, prestigio e idoneidad técnica, etcétera. 
Aclaro que no estoy diciendo que esta redacción deba ser llevada al absurdo tal de decir que se puede 
tratar de un “adecuado veterinario” —que tiene una formación profesional-, pero considero que las 
exigencias para la aspiración a un cargo del servicio financiero deben ser estrictas. Por lo tanto, creo que la 
expresión “adecuada formación profesional, prestigio e idoneidad técnica” es muy amplia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé qué es lo que se dice al respecto en la ley anterior. 
SEÑOR ABREU.- Yo también lo desconozco. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, lo vamos a buscar. 

Léase el artículo 38 de la Ley N* 16.696. 


(Se lee:) 


“Artículo 38.- (Supervisión de instituciones de intermediación financiera). El Banco ejercerá la 
supervisión y fiscalización de las instituciones públicas y privadas que integran el sistema de intermediación 
financiera, a través de la Superintendencia de Instituciones de Intermediación financiera. 


Dicha Superintendencia, que dependerá del Directorio, actuará con autonomía técnica y operativa. 
Estará a cargo de un Superintendente con adecuada formación profesional, prestigio e idoneidad técnica. 


Dicho funcionario actuará por un período de ocho años en sus funciones y su designación y cese 
serán dispuestos por la unanimidad de los miembros del Directorio, continuando en el cargo hasta la 
designación de su sucesor”. 


SEÑOR ABREU.- En lo personal, propondría que en lugar de establecer “adecuada formación profesional, 
prestigio e idoneidad técnica”, se expresara: “un profesional universitario en el área de las finanzas 
públicas”. Aquí la idea es que se pueda definir claramente que la persona cuenta con una gran 
responsabilidad en una altísima especialización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 9. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Corresponde pasar al artículo 10. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Se pasa al artículo 11 que modifica los artículos 38, 39, 40 y 41. 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 12 que figura en la página 57. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—4 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 13, ubicado también en la página 57. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 
—6 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR ALFIE.- Propongo que el Capítulo entero referente a la “Corporación de Protección del Ahorro 
Bancario” se vote en bloque porque, tanto a favor como en contra, hay posiciones definidas. 


SEÑOR PRESIDENTE. El señor Senador Alfie plantea que votemos en bloque desde el artículo 14 hasta 
el 59, dejando el artículo 60 para el final, ya que tenemos que hacerle algunas modificaciones. 


No habiendo objeciones, se votan en bloque los artículos que van del 14 hasta el 59. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 


La Mesa propone que el inciso segundo del artículo 60 se modifique por el siguiente: “Inclúyase 
el artículo 11 de la Ley N* 16.696, de 30 de marzo de 1995, al final del Capítulo IV de dicha ley y del Texto 
Ordenado al que refiere el inciso anterior”. 


Nos pareció que esta redacción que acabamos de proponer es mejor que la 
actual. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 60 con esta nueva redacción. 
(Se vota:) 
—4 en 5. Afirmativa. 
Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que pasa al Plenario para su consideración. 
Debemos elegir el miembro informante de este proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- Propongo al señor Presidente de esta Comisión como miembro informante de la 
iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 20 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


